Boletín N° 2217-07.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que establece normas adecuatorias del sistema legal chileno a los proyectos de Código Procesal Penal y de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.


____________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.


--------


La entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal, de la reforma constitucional que creara el Ministerio Público y de la ley orgánica constitucional que la complementa, así como la de los demás cuerpos legales anexos que forman parte de la reforma procesal penal que en estos momentos se impulsa, habrá de tener importantes repercusiones en el resto del ordenamiento jurídico del país.


	Primero, por el carácter sistémico del ordenamiento jurídico de un Estado, la reforma procesal penal producirá, necesariamente, efectos en otros cuerpos legales, que inicialmente no fueron objeto de la nueva regulación, pero que se relacionan con ella. 


	Segundo, por la correspondencia y armonía que debe haber entre los actos legislativos que se dictan y el ordenamiento jurídico vigente, en el  que se incorporan y con el cual deben armonizar y tener correlación.


--------


	Acorde con lo señalado en el mensaje, los efectos por producir habrán de ser tanto mayores cuando, en este caso, la nueva regulación consiste nada menos que en la introducción de un nuevo procedimiento penal, estructurado sobre bases completamente diferentes a las del que existe hasta ahora, cuya normativa se encuentra contenida en el Código de Procedimiento Penal, que será completamente reemplazado por un nuevo Código Procesal Penal, el que, para llegar a ser operativo, requerirá de la dictación de otros cuerpos normativos como son la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, que antes había exigido una modificación constitucional, y reformas sustanciales del Código Orgánico de Tribunales. 


Ello obliga a realizar, como lo hace el proyecto, de manera expresa, detallada y concreta, las modificaciones o abrogaciones que dichos cuerpos legales producirán en dicho ordenamiento, especialmente en las leyes cuya aplicación depende del juicio penal o que contienen remisiones al Código que lo reglamenta.


--------


Estas son, en síntesis,  las razones que justifican este proyecto de ley, destinado exclusivamente a hacerse cargo de las modificaciones que se habrán de introducir en los principales cuerpos legales que se verán afectados por la nueva regulación que se dará al proceso penal chileno. 


--------


	El mensaje modifica un total de 47 cuerpos legales: el Código Penal; el Código de Procedimiento Civil; la ley de Alcoholes; la ley de Seguridad Interior del Estado; la ley Antiterrorista; la ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado; el D.F.L. Nº 1/95, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 19.366, modificada por la ley 19.393, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; el Código de Justicia Militar; la ley orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante; la ley Antimonopolios; la ley orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; la ley de Quiebras; la ley orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; la ley orgánica de la Policía de Investigaciones; la ley orgánica constitucional sobre Carabineros de Chile; la ley sobre medidas alternativas a las penas privativas de libertad; la ley sobre Libertad Condicional; la ley que suprime los cargos de promotores fiscales; la ley General de Bancos; la ley orgánica constitucional del Banco Central; la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional; la ley sobre Violencia en los Estadios; la ley sobre Violencia Intrafamiliar; la ley orgánica constitucional de Partidos Políticos; la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; la ley orgánica constitucional sobre Municipalidades; el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales; la ley general de Pesca y Acuicultura; la ley sobre organizaciones comunitarias territoriales y funcionales; la ley sobre la Superintendencia de Valores y Seguros; la ley que Regula el Establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios; la ley que crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones; la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas; la ley que establece un nuevo estatuto general para las cajas de asignación familiar; el Estatuto Administrativo; la ley sobre producción, elaboración y comercialización de Alcoholes Etílicos, Bebidas Alcohólicas y Vinagres; la ley sobre Control de Armas; la ley General de Telecomunicaciones; la ley sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado; la ley que Establece Normas sobre Extranjeros en Chile; la ley sobre Sociedades Anónimas; la ley de Menores; la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques; la ley sobre Abusos de Publicidad, y la ley que crea la Academia Judicial.


--------


	Este proyecto habrá de ser complementado, más adelante, con las modificaciones del Código Orgánico de Tribunales.


--------


	Durante la discusión del proyecto, el Ejecutivo anunció indicaciones para modificar la leyes orgánicas del Servicio de Impuestos Internos y del Servicio Nacional de Aduanas, las que, en definitiva, no fueron presentadas.


	Se hizo saber por los representantes del Ejecutivo que en ambos Servicios existe un sistema antiguo y complejo, que ha permitido que se involucren en persecuciones penales, originalmente de manera provisoria.  Incluso, la exacta delimitación de las facultades otorgadas a estos organismos es compleja. El Ministerio de Justicia ha discutido los problemas que existen con los dos organismos y no  ha podido llegar a un acuerdo completo, por lo que es posible que en el futuro se presente otro proyecto de ley que solucione el problema de manera adecuada.  


--------


	Como puede observarse, la normativa propuesta modifica numerosas leyes cuya aplicación depende del juicio penal o que contienen remisiones al Código que lo reglamenta; adecua otras que deben ser interdependientes con la nueva normativa procesal de orden criminal y que, en cambio,  se remiten a la legislación penal y procesal penal actualmente vigente; suprime procedimientos especiales en materia penal, que parcialmente se remiten al actual Código de Procedimiento Penal y que, en el futuro deberían hacerlo al nuevo Código Procesal Penal, si se optare por mantenerlos �, e introduce enmiendas en cuerpos legales que en principio no son propiamente penales o procesal penales pero que contienen referencias al actual ministerio público judicial que establece el Código Orgánico de Tribunales, que seguirá interviniendo en materias no penales, ya que en estas últimas sólo le cabe actuar al Ministerio Público consagrado en la Constitución Política de la República.


--------


	La Comisión, atendida la naturaleza del proyecto en informe, procedió a prestarle aprobación en general, sin debate y en forma unánime, con el fin de entrar de lleno al estudio en particular del articulado propuesto.


	Para facilitar dicho estudio, acordó crear una subcomisión de trabajo, formada por los diputados María Pía Guzmán y Aldo Cornejo González, la que trabajó directamente con los abogados asesores del Ministerio de Justicia.


	La subcomisión revisó todos los artículos y fue proponiendo, a medida que avanzaba en su trabajo, su aprobación o rechazo, o las adiciones o enmiendas del caso, adoptando la Comisión los acuerdos pertinentes para validar esas proposiciones.


	Las disposiciones que requerían de mayor análisis o de la adopción de criterios discrecionales fueron dejadas pendientes, con el objeto de que fueran discutidas y resueltas directamente por la Comisión.


	Así sucedió, por vía ejemplar, con las normas relativas a la ley de Alcoholes, la ley de Seguridad del Estado, el Código de Justicia Militar, la ley sobre Conductas Terroristas, la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, la ley que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Psicotrópicas y la ley sobre Abusos de Publicidad.


	En relación con estos cuerpos normativos, la Comisión acordó excluir del proyecto las disposiciones relativas a la ley de Alcoholes, ley de Seguridad del Estado, Código de Justicia Militar, ley sobre Conductas Terroristas y ley sobre Abusos de Publicidad. Las disposiciones de la  ley de Alcoholes y las de la ley sobre Abusos de Publicidad, por encontrarse en tramitación sendos proyectos de ley que reemplazan y derogan orgánicamente esas normativas. El primero (BOL. 1192-07) se encuentra en segundo trámite constitucional en el Senado y el segundo (BOL. 1035-07),en la Corporación, en tercer trámite constitucional. Ambos están incluidos en la actual legislatura extraordinaria de sesiones. La idea de la Comisión es que las adecuaciones que deban efectuarse se hagan en los proyectos de ley en tramitación y no en las leyes respectivas, próximas a quedar derogadas.


	Por la misma razón anterior, también fueron excluidas del proyecto las modificaciones relativas a los delitos sexuales, contempladas en su artículo 1°, ya que son abordadas integralmente en un proyecto de ley en tramitación, aprobado ya por la respectiva Comisión Mixta (BOL. 1048-07).


	Las modificaciones de la ley de Seguridad del Estado, el Código de Justicia Militar y ley sobre Conductas Terroristas, fueron excluidas por tratarse de textos que requieren de modificaciones substanciales y no de meras adecuaciones.  Abordar esas modificaciones en este proyecto de ley  generaría una gran demora y una situación inmanejable desde el punto de vista legislativo, que afectaría la entrada en vigencia de la reforma procesal penal.


	En relación con los cuerpos legales que se modificaban originalmente, la Comisión acordó rechazar las enmiendas a la ley de Pesca y a la ley que Regula el Establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios, contempladas en los artículos 29 y 33 del proyecto. 


	En cambio, acordó incluir en el proyecto modificaciones adecuatorias al decreto ley sobre Asociaciones Gremiales, Código Sanitario y Código del Trabajo.


	Sin perjuicio de esas exclusiones, la Comisión concordó en la necesidad de establecer normas generales que solucionen problemas puntuales y que permitan hacer extensivas las nuevas normas procesales penales a los procedimientos que se incoen con arreglo a esas leyes de excepción.


	La ley sobre Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas y la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado sí fueron objeto de modificaciones específicas, las que se analizarán más adelante.


--------


El proyecto,  como se ha expresado, adecua diversos cuerpos legales al nuevo Código Procesal Penal y a la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, esto es, a dos proyectos en actual tramitación, cuyas normas, dada la etapa de discusión en la que se encuentran, es factible que sufran modificaciones.


Ante esa realidad, la Comisión ha optado por hacer las referencias que han sido necesarias a los artículos pertinentes del  Código Procesal Penal aprobado por la Cámara de Diputados, lo que obligará a revisarlas, una vez que se conozca el texto que el Congreso Nacional apruebe, para ver si siguen guardando la debida correspondencia y armonía con las disposiciones de dicho Código.


--------


Otra situación digna de destacar, por sus implicancias, dice relación con la aplicabilidad de las disposiciones relativas al Ministerio Público y al nuevo Código Procesal Penal, así como con las de las  leyes que las complementen, exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones, como lo señala la disposición trigésima sexta transitoria de la Constitución Política de la República, principio que reitera el Código Procesal Penal en su disposición segunda transitoria, al establecer que sus disposiciones sólo se aplicarán a los delitos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia.


Esto significa, en síntesis, que durante un tiempo, muy difícil de cuantificar, coexistirán en el país dos procedimientos penales ordinarios diferentes. 


	El antiguo, de carácter inquisitorio, consagrado en el Código de Procedimiento Penal, a cargo de un juez de letras con competencia en lo criminal, que investiga, acusa y condena, con  el cual ese magistrado seguirá conociendo de los procesos en tramitación y los que se incoen hasta el momento en que entre en vigencia el nuevo ordenamiento penal.


	En él, el procedimiento penal gira alrededor del auto de procesamiento, hasta el punto de que el proceso no puede ser elevado a plenario si no se lo ha dictado. Se trata de una resolución judicial, esencialmente provisoria, que somete a proceso al inculpado, convirtiéndolo en parte en el proceso penal, cuando de los antecedentes del sumario resulta que está justificada la existencia del delito que se investiga y aparecen, a lo menos, presunciones fundadas de su participación en él como autor, cómplice o encubridor.


	El nuevo, en cambio, consagrado en el Código Procesal Penal y destinado a ser aplicado a los delitos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia, es de carácter acusatorio y en él participan los fiscales del Ministerio Público a cargo de la investigación de los hechos constitutivos de delito; los jueces de garantías y los jueces del juicio oral.


	En este nuevo Código no existe auto de procesamiento ni procesados. 


	En el informe respectivo, de esta misma Comisión, se hizo presente que las medidas cautelares  — esas que coartan la libertad de las personas, que afectan sus derechos — merecen en este Código un tratamiento de absoluta excepcionalidad.  La libertad de la persona no debe vulnerarse en tanto está siendo investigada; sus derechos, en general, no deben ser avasallados por la investigación y, para eso, se termina con el “procesamiento”, que se reemplaza, mutatis mutandi, por la formalización de la instrucción. �


	Las diferencias fundamentales entre la formalización de la instrucción y el actual auto de procesamiento son, básicamente, dos. El auto de procesamiento es una decisión judicial, lo cual compromete la imparcialidad judicial y proscribe a la persona. La formalización de la instrucción, en cambio, es una declaración unilateral del fiscal del Ministerio Público y no compromete al juez ni proscribe a la persona. Por lo general, la persona mantendrá sus niveles de libertad en tanto la investigación continúa.


	Se dice,  en el mensaje, que en gran parte de las modificaciones que se proponen en este proyecto se procede a reemplazar una serie de expresiones propias del actual procedimiento que será derogado, por lo que quedarán caducas en la nueva regulación. 


	Es lo que acontece principalmente con los conceptos de "inculpado", "reo", "procesado", que deberán ser reemplazados por los de que "imputado” o “acusado",  según corresponda.


	Tal afirmación no puede ser tomada en términos absolutos.


	Ella resulta válida sólo respecto de las causas nuevas que se incoen con arreglo al nuevo Código Procesal Penal, pero no lo es para las antiguas que deban seguir tramitándose conforme con el Código de Procedimiento Penal, en las cuales los términos “inculpado”, “reo” o “procesado” — que ya no figurarán en los textos legales que el proyecto modifica— continuarán teniendo validez y vigencia.


	Lo anterior obligará a declarar, mediante disposiciones transitorias, la pervivencia de la ley antigua — y específicamente de esos términos— para regular las situaciones jurídicas iniciadas — y que habrán de terminarse— con arreglo a ellas, pese a la existencia de la nueva legislación penal, la cual, como ya se ha dicho, sólo se aplicará a los hechos delictivos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia.


--------


	Ha de hacerse constar que la Comisión, atendida la particular naturaleza del proyecto, acordó omitir las menciones reglamentarias del informe, motivo por el cual sólo se consigna en él, cuando corresponda,  la discusión y el debate de aquellas disposiciones que experimentan cambios de mayor profundidad y extensión, que van más allá de las simples adecuaciones, las que se analizarán siguiendo el orden del articulado.


--------


	De las 248 modificaciones que contiene el proyecto aprobado por la Comisión, hay un número significativo que sólo contienen meros reemplazos de una expresión por otra.


	Así, por vía ejemplar, puede indicarse que: 18 reemplazan “procesado” por “acusado”; 5  “procesado” por “imputado”; 7 “procesado” por “responsable”; 5 “procesado” por “condenado”; 7 “inculpado” por “imputado”; 3 “procesado” por “imputado o acusado”; 1 “procesado” por “autor”; 1 “procesadas” por “acusadas o condenadas”,  y 1 “acusado” por “imputado”. En total, son 48.


	El reemplazo de la expresión “ministerio público”, referida a los oficiales del Ministerio Público consagrado en el Código Orgánico de Tribunales y que, como se ha dicho, sólo conservan atribuciones en materias civiles, por el término “fiscal judicial”, se efectúa en 29 ocasiones.


	Sobre esta materia, consultada la Corte Suprema al tenor de lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución, ha señalado, por oficio N° 1712, de 25 de septiembre de 1998,  que, examinado el proyecto, no ve en él que se introduzcan modificaciones propiamente en la organización y atribuciones de los tribunales, sino sólo la acomodación legislativa a la nueva normativa procesal penal y sobre el Ministerio Público en actual tramitación, así como la supresión de procedimientos penales especiales para reemplazarlos por el nuevo proceso penal que se pretende implantar mediante otra reforma legal en curso. En tal virtud, estima que no le corresponde emitir pronunciamiento al respecto, por tratarse de materias propias de opciones legislativas que han de quedar confiadas al debate parlamentario.


	Observó, sin embargo, el lenguaje empleado en el proyecto para distinguir a los actuales fiscales judiciales de aquellos que formarán parte del Ministerio Público creado por la ley N° 19.519, que consagró a este organismo con rango constitucional. No le parece conveniente que se empleen los términos “ministerio público judicial con competencia en lo civil” para referirse a los actuales “fiscales judiciales”, que deben denominarse de esa manera, como lo hace la citada reforma constitucional, para diferenciarlos de los nuevos fiscales que conformarán el Ministerio Público por dicha ley creado. Por lo mismo, en las enmiendas que se propone introducir en el Código de Procedimiento Civil debe cambiarse ese lenguaje para evitar confusiones. Esta sugerencia fue expresamente acogida por la Comisión.


	La sustitución de las expresiones “tribunal de la instancia”, “tribunal”, “tribunales”, “jueces letrados”, “jueces del crimen”, “juez competente”, “tribunales de justicia”, por “jueces con competencia en lo penal”, o “jueces de garantía”, o “tribunal”, o “tribunal competente, o “fiscales del Ministerio Público” o simplemente “Ministerio Público”, según corresponda, se propone en 34 enmiendas.


	En resumen, existe un número significativo de enmiendas simplemente adecuatorias, que no requieren de mayor comentario ni explicación.


	Respecto de todas ellas, lo destacable es el esfuerzo que ha debido hacer la Comisión para revisar toda esta legislación y ajustar los preceptos en que ellas inciden al nuevo proceso penal y a la normativa propia del Ministerio Público.


	Todo lo expresado anteriormente hace inoficioso analizar en particular la mayoría de las disposiciones contenidas en el artículo 1°, así como los artículos 2° , 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32,  34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42 y 43.


	Por lo tanto, el análisis se circunscribirá a los artículos que a continuación se indican.


Artículo 1°


	Contiene las modificaciones introducidas en el Código Penal.


	En primer lugar, se proponen algunas modificaciones que consisten en incorporar a los fiscales del Ministerio Público entre los sujetos pasivos de los delitos contra la administración de justicia que les puedan ser aplicables; además de tipificarse delitos específicos en que podrán incurrir estos mismos funcionarios en el desempeño de sus funciones. 


	Con este último propósito,  se agregan dos artículos en el Código Penal, signados con los números 247 bis y 269 bis.


	En el primero, se sanciona al fiscal del Ministerio Público que, por dádiva o promesa hiciere o dejare de hacer algún acto debido, propio de sus funciones.


	Por el segundo, se sanciona al fiscal del Ministerio Público que ocultare, alterare o intencionalmente destruyere cualquier antecedente, objeto o documento que permita establecer la existencia o ausencia de un delito, la participación punible en él, o que pueda servir para la determinación de la pena, así como  los que configuren circunstancias atenuantes o eximentes de responsabilidad.


	En segundo lugar, se procede a reemplazar a lo largo de todo el articulado del Código Penal una serie de expresiones propias del actual procedimiento que será derogado, por lo quedarán caducas en la nueva regulación. Es lo que acontece, principalmente, con los conceptos de "inculpado", "reo", "procesado", que deberán ser reemplazados por los de "imputado o acusado" u otros, según corresponda.


	En tercer lugar, se corrigen en este cuerpo legal preceptos que contienen referencias a disposiciones del antiguo Código de Procedimiento Penal, las que son armonizadas con la terminología que se usa en el nuevo Código Procesal.


Artículo 3°


	Modifica la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado.


	Acorde con el mensaje, es necesario introducir variadas modificaciones enla ley del Consejo, la que,  al no estar del todo ajustada con el actual procedimiento penal, contempla trámites e intervenciones de este organismo que sólo se justifican en la actual reglamentación. 


	Con el tiempo,  a este organismo, como defensor de los intereses del Fisco, se le han ido otorgando algunas atribuciones que, naturalmente, corresponden al Ministerio Público. 


	Creado este último organismo, al Consejo de Defensa del Estado corresponderá intervenir en todos aquellos procesos en que existan intereses fiscales comprometidos, que  siempre ha sido su misión propia. 


	Dentro de las adecuaciones al nuevo procedimiento, se dispone que sea el Ministerio Público el que, en el plazo de cinco días desde su extensión o recepción en sus oficinas, remita al Consejo de Defensa del Estado las denuncias que reciba y que digan relación con delitos que puedan dar lugar a la intervención de este último. 


	Se dispone luego que en los procesos penales en que el Fisco tenga interés, el Presidente del Consejo y los abogados procuradores fiscales figurarán como partes,  siempre que deduzcan la respectiva querella. Pero, desde luego, la importancia de este privilegio se mitiga, porque al Consejo sólo se le reconocerán los mismos derechos de cualquier querellante de acuerdo al nuevo Código, pudiendo examinar los registros y documentos de la investigación fiscal y policial.


	Luego, se elimina la actual disposición que autoriza a los funcionarios del Consejo para hacerse automáticamente de las copias de las declaraciones de las partes y demás piezas del sumario, así como para intervenir e interrogar personas y participar en las diligencias tratándose de delitos sobre tráfico de estupefaciente, en las que deberán aplicarse las reglas generales. 


	Se establece, entre otras modificaciones menores, que cualquier dificultad que se suscite entre el Consejo y el Ministerio Público en el ejercicio de sus respectivas funciones será resuelto por el respectivo juez de garantías.


	Finalmente, se reemplaza la actual obligación de notificar las resoluciones más importantes de los procesos en que intervenga por cédula al representante del Consejo, por la obligación del Ministerio Público de informar al Presidente del Consejo de Defensa del Estado, o a los respectivos abogados procuradores fiscales, sobre el archivo provisional de la causa o la no prosecución de la investigación, cuando se trate de delitos en que, por afectar los intereses económicos del Estado, corresponda al Consejo intervenir.


--------


	La Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, señaló que,  para distinguir entre las atribuciones del Consejo y las del Ministerio Público, había que resolver cómo un asunto llega a éste para que se inicie la fase criminal.


	El Ministerio Público es el investigador en el proceso penal y no lo es en ningún otro tipo de proceso.  Por lo tanto, si se denuncia un asunto al Ministerio Público, así se trate de una evasión tributaria o de competencia desleal o de lavado de dinero, la investigación es iniciada desde la perspectiva criminal.


	Aclaró que el Consejo tiene varios bienes jurídicos que tutelar, distintos de la más eficiente o mejor administración de justicia.  Es el defensor del Estado y le importan los bienes, el patrimonio y la imagen de éste. No analiza los problemas sólo desde el punto de vista penal, sino desde el punto de vista de los intereses del Estado y, en el caso del lavado de dinero, desde el punto de vista del orden público económico vigente.  


	Sobre la supresión de la letra e) del artículo 5°, que permite al Consejo ejercer y sostener la acción penal en crímenes o simples delitos relativos a hechos que puedan originar grave daño social o cuando sea conveniente para los intereses del Estado o de la sociedad, expresó que los delitos que afectan a la sociedad o que pueden causar grave daño social sólo competen al Ministerio Público, porque él es quien actúa a nombre de la sociedad.  Pero, en el caso de los delitos que puedan afectar gravemente los intereses del Estado o cuando la acción sea conveniente para los intereses del Estado, la facultad debería quedar radicada en el Consejo de Defensa del Estado, que existe precisamente para defender los intereses de éste.


	A su juicio, no basta con el artículo 2º de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, que establece que éste defiende en general los intereses del Estado, porque, cuando se efectúa la enumeración de los delitos, ésta se limita a los delitos de carácter patrimonial, en circunstancias que el Estado tiene bienes culturales, bienes de orden público o de poder de administración o de políticas públicas, temas de imagen, asuntos relativos a materias ambientales, asuntos concernientes a la seguridad nacional, etcétera, que no son avaluables de manera directa en dinero. Se trata de asuntos macrosociales en los que están comprometidos los intereses del Estado, sin relevancia patrimonial.


	Propuso establecer, en la letra e) del artículo 5º, una breve disposición que diga “cuando sea conveniente para los intereses patrimoniales o no patrimoniales del Estado”.  


	Así se distingue al Estado como ente jurídico que se compone de varias personerías distintas, se considera al Estado como administración central y entes descentralizados, incluidos los autónomos, con sus bienes jurídicos propios, pecuniarios y no pecuniarios.


	Reconoció que existía una línea difícil de definir  para determinar cuándo y por qué no pueden actuar juntos el Estado con el Ministerio Público.  Al respecto, dijo haberse hecho la siguiente reflexión. Si toda víctima particular puede nombrar abogado para que actúe junto o en contradicción con el Ministerio Público, por qué el Estado no puede hacer lo mismo.  El Estado no tiene por qué tener menos derechos que cualquiera de sus ciudadanos y, cuando está comprometido alguno de sus bienes, debe tener la posibilidad de actuar como querellante particular, como ayudante, como complemento  o como contrario del Ministerio Público.


	Respondiendo concretamente a una pregunta sobre los efectos que produce la pluralidad de querellantes en el proceso, expresó estar de acuerdo en que esa situación produce lentitud y confusión, pero recordó que conforme a las normas vigentes, la intervención del Consejo de Defensa del Estado excluye a los otros servicios.  Siempre actúa un solo servicio.


	Fue partidaria de establecer un sistema de exclusiones racionales, que permita actuar en el asunto al servicio que cuente con la información de manera más expedita y más calificada, de manera que, por ejemplo, si el Servicio de Impuestos Internos decide actuar, excluya al Consejo de Defensa del Estado.  Lo mismo debería ocurrir con el Servicio de Aduanas.  


	El Consejo de Defensa del Estado debería actuar en los casos propios de él, esto es, cuando el asunto diga relación con bienes jurídicos del Estado que no tengan un servicio específico que los defienda o cuando el servicio propiamente tal no tenga la infraestructura logística o jurídica para defender al Estado.


	Sobre los privilegios procesales de que disfruta actualmente el Consejo, estimó que no debería tenerlos; debería ser un querellante particular más.


	Otro tema que mereció su atención fue la sustitución, en el número 1 del artículo 3º de la referida ley orgánica, de la expresión "en las gestiones judiciales y administrativas previas al ejercicio de la acción penal que correspondiera ejercer o sostener al Consejo y cuando, a juicio del mismo, se justifique su intervención" por "a la intervención formal del Consejo en el proceso penal cuando éste así lo decidiere".


	Se elimina la expresión “gestiones judiciales y administrativas previas al ejercicio de la acción penal”, en circunstancias que el Consejo de Defensa del Estado siempre ha participado en este tipo de gestiones previas, porque de ellas puede surgir otra cosa.  Cuando se está en fase aduanera o tributaria, es posible que se determine que es necesario hacer un juicio civil para reclamar que se devuelva lo evadido.  Si no puede participar en las gestiones judiciales previas, el Consejo de Defensa del Estado quedará desprovisto de información importante para la defensa de los intereses patrimoniales del Estado.


--------


	Después de escuchar los planteamientos anteriores, la Comisión, por unanimidad, adoptó los siguientes criterios generales en relación con las modificaciones de la ley del Consejo de Defensa del Estado:


	—  El Consejo de Defensa del Estado tendrá la calidad de querellante particular en materias de orden patrimonial cuando afecten al Fisco.


	— En asuntos tributarios y aduaneros, el Consejo de Defensa del Estado actuará subsidiariamente, esto es, cuando no intervenga el Servicio de Impuestos Internos ni el Servicio de Aduanas.


	— El Consejo de Defensa del Estado no tendrá la calidad de querellante particular en los asuntos relativos al delito de lavado de dinero y de narcotráfico.


--------


	En definitiva, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos en relación con la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado:


	En el artículo 3°, que señala las funciones del Consejo.


	— En lo que respecta a la defensa del Fisco (N° 1), se sustituye la expresión "en las gestiones judiciales y administrativas previas al ejercicio de la acción penal que correspondiera ejercer o sostener al Consejo y cuando, a juicio del mismo, se justifique su intervención" por "a la intervención formal del Consejo en el proceso penal cuando éste así lo decidiere".


	— En lo que se refiere al “ejercicio y sostenimiento de la acción penal” (Nos. 4 y 5),  se reemplaza esa expresión por "Intervenir y, en su caso, dar inicio al procedimiento penal".”


	— En cuanto a este último número, se elimina la remisión al artículo 5° y, derechamente, se contemplan en él los delitos cometidos por los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones o cargos.


	Lo anterior es consecuencia de la supresión de los otros delitos que se indicaban en el artículo 5°.


	En el artículo 4°, relativo al ejercicio de la acción penal determinada en el artículo 3°, N° 4, respecto de delitos patrimoniales tales como malversación o defraudación de caudales públicos, fraudes, sobornos, etc.


	— Se reemplaza la oración "El Consejo de Defensa ejercerá la acción penal determinada en el artículo 3.º, N.º 4" por "El Consejo de Defensa del Estado intervendrá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.º, N.º 4", con lo cual la disposición armoniza con la enmienda introducida en este último precepto.


	En relación con el artículo 5°, relativo a delitos contra la fe pública, a delitos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones o cargos, o contra la salud pública, o de elaboración o tráfico de estupefacientes, o que puedan originar grave daño social.


	— Se acuerda eliminar todos ellos, con la salvedad de los delitos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones o cargos.


	Esto implica la supresión de las letras a), c), d) y e) de este artículo.


	Atendido que el artículo 5º sólo contendría  la disposición que estaba en la letra b), se acordó que la disposición quedara ubicada derechamente en el número 5 del artículo 3º. Por lo mismo, se deroga el artículo 5°.


	En relación con el artículo 6°, que regula la participación del Consejo cuando se trate de delitos que afectan a otros servicios de la Administración del Estado.


	— Se reemplaza, en el inciso primero, la oración "el Consejo de Defensa del Estado sostendrá la acción siempre que, en su concepto, haya especial conveniencia en ello" por "el Consejo de Defensa del Estado intervendrá, a petición del organismo correspondiente,  siempre que, en su concepto, haya especial conveniencia para ello".


	— Se sustituyen los incisos segundo y tercero por los siguientes:


	"En los casos previstos en el artículo 4º, letra d), el Consejo de Defensa del Estado podrá intervenir sólo cuando el Servicio de Impuestos Internos no lo hubiere hecho. Ocurrida dicha intervención, el Consejo deberá cesar en ella.


	Salvo lo dispuesto en el inciso anterior, cuando el Consejo de Defensa del Estado intervenga en aquellos casos en que también corresponda la intervención de otros funcionarios distintos del Ministerio Público, cesará la facultad de representación de éstos en el respectivo procedimiento."


	En este caso, se aplica, tal como lo sugirió la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, una regla de exclusión, de manera que actuará en el asunto el organismo más especializado, excluyendo a los demás.


	En relación con el artículo 26, que permite a los abogados procuradores fiscales actuar sin previa consulta al Consejo.


	— Se elimina, en el inciso segundo, la frase "las contestaciones de demandas de cobro de honorarios regidas por el artículo 245 del Código de Procedimiento Penal", por haber perdido su oportunidad. 


	Se refiere al cobro de horarios de los peritos judiciales, que han sido suprimidos en el nuevo Código Procesal Penal.


	En relación con el artículo 41, que obliga a Carabineros y a la Policía de Investigaciones a enviar determinados partes o denuncias al Consejo.


	— Se acordó sustituir la disposición, con el objeto de traspasar esta obligación al Ministerio Público, respecto de los partes o denuncias que digan relación con delitos que puedan dar lugar a la  intervención del Consejo.


	En relación con el artículo 45, que otorga determinados privilegios procesales al Consejo y a los abogados procuradores fiscales. 


	— Se acuerda conferirles la facultad de hacerse parte  y darles los derechos que el Código Procesal Penal concede a los querellantes, pudiendo, en calidad de tales, examinar registros y documentos de la investigación fiscal y policial.


	Se les confiere también el derecho de provocar la intervención del juez de garantías, deduciendo la correspondiente querella.


	En relación con el artículo 47, que permite al Consejo y a sus funcionarios obtener copia simple de las declaraciones y actuaciones del proceso.


	— Se sustituye, con el fin de señalar que las dificultades entre el Consejo y el Ministerio Público, a propósito del ejercicio de los derechos que se reconocen al primero, serán resueltas por el respectivo juez de garantías o por el tribunal del juicio oral.


	En relación con el artículo 48, relativo ciertas facultades del Consejo en los procesos por tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


	— Se acuerda su supresión, tal como se proponía en el Mensaje.


	En relación con el artículo 52, que se refiere a los juicios en que el Fisco intervenga como demandado por perjuicios ocasionados con motivo de accidentes del tránsito.


	— Se reemplaza la expresión "y que no sean de la competencia del Juez del Crimen" por "y cuyo conocimiento no corresponda a los jueces con competencia en lo penal".


	Se trata de una simple adecuación formal.


	En relación con el artículo 58, que dispone la notificación por cédula de determinadas resoluciones judiciales recaídas en los procesos a que se refiere el artículo 3°.


	— Se acuerda sustituir este artículo, con el objeto de establecer que en la investigación de los delitos a que se refiere el artículo 3º, el Ministerio Público deberá informar al Presidente del Consejo de Defensa o a los respectivos abogados procuradores fiscales, dentro de los cinco días siguientes y mediante comunicación escrita, la circunstancia de haber archivado provisionalmente la causa o haberse abstenido de proseguir la investigación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 241 y 242 del Código Procesal Penal.


	Si el Consejo estimare injustificada o indebida la medida adoptada, deberá reclamar de dicha decisión ante la autoridad inmediatamente superior del Ministerio Público, la que se deberá pronunciar dentro del plazo de cinco días.".”


Artículo 4°.


	Contiene las adiciones y enmiendas a la ley que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


	Se señala en el mensaje que las modificaciones que se habrán de introducir son importantes,  porque a través de estas disposiciones se ha venido a establecer un procedimiento especial para investigar esta clase de delitos, a cargo del Consejo de Defensa del Estado, función que de acuerdo a la reforma constitucional, a la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y al nuevo Código Procesal Penal, es exclusiva del Ministerio Público.


	Así, entonces, se comienza por establecer que la intervención del Consejo de Defensa del Estado en las causas sobre "lavado de dinero", que actualmente sólo se pueden iniciar por querella o denuncia de dicho organismo, será la misma que de acuerdo a su ley orgánica le corresponde en los procesos penales en que se afecten intereses fiscales; eliminándose también su actual facultad de recibir denuncias; y, en especial, la de realizar la investigación preliminar, en virtud de la cual actualmente puede recabar toda clase de antecedentes de organismos públicos, e incluso tomar declaraciones e imponerse del contenido de cualquier proceso.


	En cambio, se establece la facultad del Fiscal Nacional para designar uno o más fiscales coordinadores especializados para llevar a cabo la investigación de esta clase de delitos, disponiéndose la obligación de todos los organismos públicos y personas que en ellos se desempeñen de colaborar con el Ministerio Público en la persecución de esta clase de delitos.


	Luego, se radican en el Ministerio Público la serie de facultades que la ley actualmente confiere al Consejo de Defensa del Estado para recabar la colaboración de toda clase de organismos para investigar delitos sobre "lavado de dinero", incluida la posibilidad de practicar diligencias en el extranjero y de requerir la entrega de antecedentes o documentos a bancos u organismos financieros aun sujetos a reserva, los que deberán serle entregados en el más breve plazo, entre otras varias otras atribuciones especiales ideadas para combatir esta clase de delitos.


	Otras facultades o atribuciones procedimentales que se radicaban en el Consejo de Defensa del Estado, pero que no son congruentes con el nuevo proceso penal, son simplemente eliminadas, por lo que en definitiva este procedimiento especial prácticamente desaparece, lo que parece lógico si se tiene en cuenta que éste siempre tuvo carácter transitorio, mientras se implementaba un verdadero proceso penal eficiente en Chile, lo que acontece con el que instaura el nuevo Código Procesal Penal, pendiente en segundo trámite constitucional en el Senado.


--------


	La Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, señaló que ese organismo no propone ni ha imaginado investigar en fase criminal el delito de lavado de dinero.  Ésta es una atribución exclusiva del Ministerio Público, que es el único ente que investigará en el proceso penal.


	Explicó que el Consejo ha realizado, hasta la fecha, dos funciones en relación con el lavado de dinero.  La primera es la investigación preliminar de carácter administrativo, similar al antejuicio aduanero y al antejuicio tributario, que se efectúan con objeto de preparar el material para el juez del crimen, que es el juez instructor que investiga en el sistema vigente.  


	Lo que produce confusión es que el mismo ente que ha realizado la investigación administrativa preliminar actúa posteriormente como querellante, que es la etapa en la que el Consejo de Defensa del Estado realiza funciones de Ministerio Público.


	La fase que realiza el Consejo permite determinar si la denuncia es o no es plausible, distinguir la denuncia seria del acto de competencia desleal.  Se han recibido aproximadamente trescientas denuncias falsas y se han interpuesto sólo tres querellas. 


	Estimó que se debe decidir si la acción la ejerce cualquier persona, en cualquier punto del país, ante cualquier fiscal adjunto y éste se comunica con su superior, o si la acción se canaliza a través de un ente capacitado sobre la materia y de carácter colegiado.  


	En la actualidad, el Consejo, con un quórum calificado de dos tercios de sus miembros, debe autorizar que se investigue un asunto por lavado de dinero.  Esto le parece importante, por el tipo de país y por el tipo de economía de Chile.  


	El término “investigación” que se utiliza induce a error, porque, en la realidad, se trata de un acopio de antecedentes pertinentes, que permite determinar la existencia de un fundamento plausible para avanzar hacia la investigación penal.  


	Lo que hace el Consejo tiene menos rasgos de juicio que la actividad que desarrollan el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio de Aduanas.


	Expresó que la participación de un organismo colegiado es relevante en función del problema de la corrupción, porque ningún país está libre de ella y menos en casos en que hay tantos recursos en juego, como ocurre en el lavado de dinero.  Por lo mismo, no es conveniente que sea una autoridad unipersonal la que decida, en definitiva, si se actúa o no se actúa por el delito de lavado de dinero.  Es más adecuada la intervención de un organismo colegiado con un enfoque multidisciplinario, en el que sólo una de sus vertientes sea penal.  


	Aclaró que sus planteamientos van más allá de la reforma judicial penal y son emitidos desde la perspectiva de un Estado que es atendido en mínima parte en el sentido penal (no supera el 10% del total de la actividad del Consejo de Defensa del Estado, normalmente como defensa y extraordinariamente como persecución), porque la mayor responsabilidad está radicada en las áreas civil, comercial, financiera y en la de los recursos de protección.


	En lo que respecta con la ley de tráfico de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, de seguir vigentes las figuras de la cooperación eficaz, de los agentes encubiertos y de los testigos protegidos, cree que debe dotarse al fiscal, como se hace en otros países, de la atribución de transar previamente la persecución penal, para que efectivamente haya cooperadores eficaces.  


	De lo contrario, no habrá cooperadores dispuestos a ser llevados a una audiencia pública con peligro de su vida.  Debe desarrollarse la institución del cooperador eficaz, considerando la posibilidad de que desaparezca, adoptándose todos los resguardos tales como tutela judicial, al objeto de evitar actos de corrupción o arbitrarios, para que se proporcionen los testimonios necesarios sin que se requiera su concurrencia a la audiencia oral.  Deberá contarse con un cuaderno secreto.  En los países en que la audiencia es pública, el Ministerio Público negocia con el cooperador eficaz acerca de su seguridad.  El sistema utilizado por Estados Unidos de Norteamérica dice relación con su poder económico, que le permite mantenerlo bajo custodia, junto a su grupo familiar, por todo el tiempo que sea necesario, hacerlo declarar y, posteriormente, hacerlo desaparecer para el mundo, no siendo posible ni su ubicación ni su individualización.


	Los representantes del Ejecutivo, en relación con el tema de la investigación preliminar o indagación previa de antecedentes, arguyeron que la intervención del Consejo de Defensa del Estado en esta materia sería inconstitucional, porque forma parte de lo que la Constitución Política de la República considera como facultades privativas del Ministerio Público, en razón de que constituyen parte de la etapa de preparación de la investigación penal.


	En su opinión, el actual texto de la ley de Drogas es claro en perfilar esta actividad como parte de la investigación criminal.  


	El artículo 14 señala que el objeto de esta indagación es aclarar la imputación de un delito.  El Código Procesal Penal progresa, en el sentido de suprimir la idea de las etapas previas o preprocesales o policiales o preinvestigativas, que históricamente se han prestado para los mayores abusos, porque no están sujetas a controles, atendido su carácter de informales.


	El Código Procesal Penal ha definido el proceso penal e indica que comienza, igual que los derechos del imputado, cuando se realiza, de cualquier modo, la intervención de la autoridad pública en torno a una imputación delictiva.  Cuando se trata de averiguar una imputación criminal, necesariamente se está frente a un proceso criminal y el imputado es objeto de garantías.  


	Pretender establecer una etapa previa, como la inteligencia financiera, corresponde a una definición distinta, que tiene otros objetivos.  Lo que el Consejo de Defensa del Estado averigüe puede, posteriormente, ser acompañado al juicio penal.


	Las facultades que tienen otras entidades, como el Servicio de Impuestos Internos, la Contraloría General de la República y el Servicio de Aduanas, las ejercen dentro del marco de una actividad general, que efectúan a propósito de los cometidos que les son propios.


	Después de escuchar los planteamientos anteriores, la Comisión, por unanimidad, adoptó los siguientes acuerdos específicos en relación con las modificaciones de esta ley.


	En relación con el artículo 2º.


	— La rebaja de la pena por sembrar, plantar, cultivar o cosechar especies vegetales prohibidas sin la competente autorización, en un grado, atendida la gravedad de los hechos y las circunstancias personales del inculpado, se establece a favor del “imputado” y no del “inculpado”, como indica el texto vigente. 


	— Se prohíbe otorgar esta autorización a las personas acusadas o condenadas por cualquiera de los delitos previstos en esta ley.


	— Se suspende la autorización acordada si con posterioridad a ésta se presenta la acusación.


	En relación con el artículo 10, que sanciona al que suministre a menores hidrocarburos aromáticos en proporción suficiente para producir efectos tóxicos o psicotrópicos, sabiendo o debiendo saber que están destinados a ser consumidos por éstos.


	—  Se suprime la obligación del tribunal de solicitar  del Servicio de Salud correspondiente el análisis químico de la substancia suministrada, su naturaleza, contenido y composición, como, asimismo, un informe acerca de los efectos tóxicos o psicotrópicos que produce.


	La razón de esta supresión está en que el Código Procesal Penal establece un proceso de instrucción informal, por lo que se podrá solicitar a cualquier persona un peritaje o un informe en su calidad de perito. El fiscal determina dónde consigue la prueba.


	En relación con el artículo 13, que permite al Consejo de Defensa del Estado intervenir en los procesos por lavado de dinero, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 de su ley orgánica.


	— Se suprime, en concordancia con los acuerdos generales adoptados en orden a suprimir la participación del Consejo en asuntos de narcotráfico.


	En relación con el artículo 14, que faculta al Consejo para recibir denuncias e informaciones sobre estos delitos y regula la investigación preliminar que debe llevar a cabo.


	— Se reemplaza el artículo por otro que permite al Fiscal Nacional designar uno o más fiscales coordinadores especializados para llevar a cabo, ya no la investigación preliminar,  sino la investigación de los delitos a que se refiere el artículo 12.


	Por un problema de imagen pública, se señala expresamente la existencia de unidades especializadas.


	En relación con el artículo 15, que permite al Consejo de Defensa del Estado imponerse de cualquier sumario si sospecha la existencia de antecedentes relacionados con el lavado de dinero.


	— Se deroga la norma.


	En relación con el artículo 16, que regula las facultades del Consejo de Defensa del Estado en relación con las atribuciones que le confiere esta ley.


	— Se sustituye, con el objeto de radicar en el Ministerio Público tales facultades, sin perjuicio de las investigativas que tienen los fiscales del Ministerio Público con arreglo al artículo 253 del Código Procesal Penal.


	En virtud de esta disposición, las autoridades y funcionarios o empleados de cualquiera de los servicios de la Administración del Estado,  de las instituciones o servicios descentralizados territorial y funcionalmente o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, deberán colaborar activamente con el Ministerio Público en la investigación de los delitos contemplados en esta ley.


	El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero,  dirigidas a recoger antecedentes acerca de la procedencia u origen de los bienes, valores, dineros, utilidad, provecho o  beneficio a que se refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares chilenas.


	Del mismo modo, podrá requerir, previa autorización judicial, la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, que sean objeto de la investigación, debiendo los bancos, otras entidades y personas naturales que estén autorizadas o facultadas para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiarios, proporcionarlos en el más breve plazo.


	Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Ministerio Público, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.


	El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase e derechos e impuestos.


	En relación con el artículo 17, que se refiere a la investigación preliminar, a la que da carácter de secreta, sancionando al que proporcione o difunda información sobre la misma y al que se niegue a entregar los informes y antecedentes solicitados por el Consejo.


	— Se sustituye, en el inciso primero, la oración "La investigación preliminar a que se refiere esta ley será secreta" por "La investigación del delito a que se refiere el artículo 12 de esta ley será secreta en los términos que dispone el artículo 262 del Código Procesal Penal".


	— Se reemplaza, en el inciso tercero, la frase "El Consejo de Defensa del Estado deberá perseguir la responsabilidad penal o civil que pudiere emanar" por "El Consejo de Defensa del Estado deberá intervenir en el correspondiente proceso penal o entablar la acción civil que pudiere emanar".


	En relación con el artículo 18, relativo al ejercicio de la acción penal por el Consejo, una vez terminada la investigación preliminar.


	— Se deroga.


	En relación con el artículo 19, relativo a las diligencias que debe decretar el juez del crimen  una vez deducida la querella por el lavado de dinero.


	— Se sustituye, en el inciso primero, la oración "Deducida la acción penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el juez del crimen adoptará todas las medidas necesarias" por "Iniciada la persecución penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantías que decrete todas las medidas necesarias".


	— Se elimina el inciso final, que establece que, sin perjuicio de prueba en contrario, se presumirá el origen ilícito de los bienes involucrados en el lavado de dinero.


	En relación con el artículo 25, sobre el destino de los instrumentos, objetos y efectos de los delitos y su incautación y eventual enajenación.


	— Se adecua la remisión que en él se contiene, para referirse concretamente al precepto del Código Procesal Penal relacionado con la incautación de objetos y documentos. 


	— Se permite que los dineros incautados se depositen en cualquier institución bancaria y no solamente en el Banco del Estado de Chile.


	— Se sustituyen las referencias al tribunal y al juez de la causa por una genérica al juez de garantías.


	En relación con el artículo 26, sobre las substancias y especies incautadas y sobre las materias primas empleadas en su elaboración.


	— En reemplazo de la expresión “incautadas por los tribunales o por la policía”, se hace una referencia genérica a las especies incautadas en conformidad con la ley.


	— Se clarifica que el Servicio de Salud debe remitir al Ministerio Público el protocolo de análisis de las substancias estupefacientes o psicotrópicas.


	— Se elimina el valor probatorio que se asigna a dicho protocolo.


	— Se impone al Servicio la obligación de mantener determinada cantidad de las drogas para el caso de que el Ministerio Público solicite nuevos análisis.


	— Se establece que las muestras que haga el Servicio de Salud deben hacerse llegar al Ministerio Público y al juez de garantías.


	— Se dispone que la incineración de las drogas las ordenará el juez de garantías, a petición del Ministerio Público.


	En relación con el artículo 28, relativo al destino de los productos enajenados.


	— Se efectúan adecuaciones formales.


	En relación con el artículo 29, que permite al juez del crimen autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de drogas salgan, circulen o ingresen al territorio nacional, con el propósito de individualizar a los delincuentes.


	-— Se efectúan adecuaciones formales para referirse al Ministerio Público y al juez de garantías.


	En relación con el artículo 30, relativo a la colaboración internacional para la investigación de los delitos a que se refiere esta ley.


	— Se radican en el Ministerio Público las atribuciones que la ley vigente otorga al juez del crimen.


	En relación con el artículo 31, relativo a la intervención, apertura o registro de comunicaciones o documentos, o a la observación de personas.


	— Se establece expresamente que las medidas que el juez decrete lo serán a requerimiento de los fiscales del Ministerio Público y no de la policía.


	En relación con el los artículos 33 y 33 bis, relativos a la cooperación eficaz.


	— Se dispone que el Ministerio Público es el que recibe la declaración y trabaja la información para que, posteriormente, el juez decida.


	La responsabilidad de recibir la información y de resolver utilizarla en la investigación será del fiscal, quien deberá expresar, en la formalización de la instrucción o en la acusación, si ella fue eficaz.


	—  Se define lo que se entiende por cooperación eficaz y se establece una sanción para la persona que falsea los antecedentes que proporciona, al objeto de evitar difamaciones.


	— Se establece que los informes o antecedentes proporcionados son secretos, desde el momento mismo en que se entregan a la autoridad. No obstante, el imputado tiene el derecho de conocer todos los antecedentes que puedan servir para producir la condena;  no así la identidad del que los suministre.  


	Así, aunque no se tenga derecho a conocer el nombre del sujeto que proporcionó la información, sí se tiene derecho a saber qué es lo que dijo, lo que permite la defensa.  La garantía consiste en conocer el contenido de la acusación y los medios probatorios que la conforman.


	Se permite que la declaración del cooperador se reciba anticipadamente.


	—  Se mantiene en secreto la identidad del declarante y la de sus parientes cercanos, pudiendo el Ministerio Público o el juez de garantías adoptar las medidas necesarias para su protección.


	— Se permite el uso de nombres y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad.


	— Se garantiza el resguardo y el secreto de las actuaciones administrativas y judiciales que se dispongan.


	En relación con el artículo 34, que establece el secreto del sumario y contempla la figura del agente encubierto y del informante.


	—  No rigen los plazos para mantener en secreto las actuaciones de la investigación, si el Ministerio Público estimare que, si se levantaren,  existirían riesgos para la seguridad de los agentes encubiertos, informantes, testigos y peritos que han cooperado eficazmente en el procedimiento.


	— Se permite que sus declaraciones se presten anticipadamente.


	—  Se sanciona la violación del secreto de la investigación y de la identidad.


	En relación con los artículos 36, 37 y 38, que se refieren a la apreciación de la prueba, a la participación de los Servicios de Salud y del Consejo de Defensa del Estado y a la tramitación de diferentes procesos para el caso de que se investiguen delitos previstos en esta ley y en otras leyes.


	— Se derogan.


	En relación con el artículo 41, en lo que respecta a los consumidores de drogas.


	— Se concede al tribunal la facultad de determinar la sanción correspondiente, de acuerdo con las circunstancias personales del infractor.


	En relación con el artículo 42, que regula el procedimiento aplicable a los consumidores de drogas.


	— Se hace aplicable el procedimiento por faltas del nuevo Código Procesal Penal.


	En relación con los artículos 43 y 44, que complementan las normas procedimentales por el consumo de drogas.


	— Se derogan.


	En relación con el artículo 45, que indica los requisitos que debe contener la sentencia condenatoria por consumo de drogas.


	— Se elimina la remisión al artículo 562 del actual Código de Procedimiento Penal. 


	En relación con el artículo 47, que fija el tribunal competente para conocer de estas faltas.


	— Se radica esa competencia en el juez de garantías y no en el juez del crimen correspondiente.


	En relación con el artículo 48, que establece la existencia de un registro especial para anotar a las personas condenadas por consumo de drogas.


	— Se impone al Registro Civil la obligación de informar, a requerimiento del Ministerio Público, acerca de las anotaciones que consten en dicho registro.


	En relación con el artículo 56, que crea en el Consejo de Defensa del Estado un Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes.


	— Se deroga.


Artículos 24 y 25.


	Introducen tres modificaciones en el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales y en el Estatuto Administrativo.


	De ellas merecen destacarse las relativas a la responsabilidad administrativa, contempladas en los artículos 119 y 115 de los referidos Estatutos.


	Acorde con ellos, la responsabilidad administrativa es independiente de la responsabilidad penal y, en consecuencia, la condena, el sobreseimiento o la absolución judicial no excluyen la posibilidad de aplicar al funcionario una medida disciplinaria en razón de los mismos hechos.


	La Comisión ha considerado que el mismo efecto se debe producir si en el proceso penal se aplican el principio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento o los acuerdos reparatorios. 


Artículos transitorios.


	Entre los artículos transitorios que se contemplan en este proyecto de ley, se encuentran disposiciones generales destinadas a derogar preceptos legales dispersos incompatibles con el nuevo Código Procesal Penal.


	Sin perjuicio de lo que pueda establecerse en este mismo cuerpo legal,  se dispone que, para todos los efectos legales, los efectos que se atribuyan por la actual legislación al "auto de procesamiento" o "auto de reo", deben entenderse efectuados al “auto de apertura del juicio oral”.


	En seguida, se elimina,  para todos los efectos legales,  el trámite de la consulta en relación con todos los procesos penales, que deberán tramitarse conforme al nuevo Código, puesto que tal trámite es absolutamente incompatible con un moderno proceso oral.


	Se establece, expresamente, que cualquier facultad que una ley especial hubiere otorgado a alguna autoridad y que, de acuerdo con la Constitución,  correspondiere al Ministerio Público, se entenderá referida a este último.


	En la disposición más amplia, se deroga toda norma procesal penal incompatible con el nuevo Código Procesal Penal.


	Por último, se dispone que las normas contenidas en esta ley regirán desde la entrada en vigencia del Código Procesal Penal y que sólo se aplicarán a los procedimientos que se tramiten conforme a las normas de ese Código.


-------


	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar:


	1° Que los artículos 7°, 9°, 11, 17, 18, 21, 22, 23 y 30 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, dado que modifican cuerpos legales de esa naturaleza.


	Igual naturaleza tiene el artículo 47, nuevo,  que se introduce en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas por el artículo 4° del proyecto en informe.


	El artículo 33, que modifica la Ley sobre Control de Armas tiene el carácter de norma de quórum calificado, atendido lo dispuesto en el artículo 92 de la Constitución Política de la República.


	2° Que no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


	3° Que el proyecto de ley fue aprobado en general por unanimidad.


	4° Que,  durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron a la Comisión la señora Ministra de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela; la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, doña Clara Szczaranski Cerda;  el Coordinador General de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco Suárez; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, don Claudio Troncoso, y los abogados asesores de esa Cartera de Estado, señora Mirtha Ulloa y señores Cristián Riego y Álex Caroca.


	5° Que, en su oportunidad, se recabó informe de la Excma. Corte Suprema, en conformidad con lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política de la República,  la que respondió en los términos que se han indicado en este informe. 


--------


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente


Proyecto de ley:


	Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


Artículo 11


	Reemplázase, en la 9ª circunstancia atenuante, la expresión “procesado” por “acusado”.


Artículo 18


	Reemplázase, en el inciso tercero, la oración "el tribunal de primera instancia que hubiere pronunciado dicha sentencia deberá modificarla, de oficio o a petición de parte y con consulta a la Corte de Apelaciones respectiva" por "el tribunal que hubiere pronunciado dicha sentencia deberá modificarla de oficio o a petición de parte".


Artículo 20


	Reemplázase la frase "la restricción de libertad de los procesados" por "la restricción o privación de libertad de los detenidos o sometidos a prisión provisional u otras medidas cautelares personales".


Artículo 26


	Reemplázase, la expresión “procesado” por “imputado”.


Artículo 40


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "procesado" por la expresión "responsable".


Artículo 52


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “procesado de” por “condenado por”.


Artículo 76


	Reemplázase la expresión “procesado” por “acusado”.








Artículo 91


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “procesado” por “acusado”.


Artículo 93


	Reemplázase, en el número 1º, la expresión "muerte del procesado" por "muerte del responsable".


Artículo 100


	Reemplázase la expresión "inculpado" por "imputado".


Artículo 102


	Reemplázase la expresión "procesado" por "imputado o acusado".


Artículo 103


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "inculpado" por "imputado".


Artículo 150


	Reemplázase, en el número 1º, la frase "incomunicación de una persona privada de libertad o usare con ella” por "incomunicación de un detenido o imputado sometido a prisión preventiva o usare con él".


Artículo 157


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “culpable será considerado y penado como procesado por estafa” por “será sancionado por el delito de estafa”. 


Artículo 159


	Reemplázase la expresión “inculpado” por “imputado”.


Artículo 171


	Reemplázase la expresión “procesados” por “responsables”. 


Artículo 179


	Reemplázase la expresión "procesados" por "responsables".


Artículo 184


	Reemplázase la expresión “procesados” por “responsables”.


Artículo 206


	Reemplázase la frase "El que en causa criminal diere falso testimonio a favor del procesado" por "El que en causa criminal y en presencia judicial diere falso testimonio a favor del imputado o acusado".


Artículo 207


	Reemplázase la frase "El que diere falso testimonio en contra del procesado" por "El que en causa criminal  y en presencia judicial diere falso testimonio en contra del imputado o acusado".


Artículo 210


	Elimínase el inciso segundo.


	Reemplázase, en el número 2º del artículo 299, la frase “Con la pena inferior en tres grados a la señalada por la ley al delito por que se halle procesado el fugitivo, si no se le hubiere condenado por ejecutoria” por “Con la pena inferior en tres grados a la señalada por la ley si al fugitivo no se le hubiere condenado por ejecutoria”.


Artículo 212


	Reemplázase la expresión “procesado” por “responsable”.


Artículo 223


	Reemplázase, en el encabezamiento, la frase "funcionarios que desempeñen el ministerio público" por “fiscales judiciales”.


	Reemplázase, en el número 3º, la expresión "mujer procesada" por "una persona imputada".


Artículo 227


	Reemplázase, en el número 1º, la expresión "procesados" por "condenados".


Artículo 247 bis


	Agrégase, en el párrafo 9, el siguiente nuevo artículo 247 bis: 


	"Artículo 247 bis.- El fiscal del ministerio público que, por dádiva o promesa hiciere o dejare de hacer algún acto debido, propio de sus funciones, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados, inhabilitación especial perpetua para el cargo y multa de la mitad al tanto de la dádiva o promesa aceptada."


Artículo 250


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "procesado" por "imputado".


Artículo 264


	Agrégase, en el Nº 2, después de la expresión "dichos tribunales", la frase "o a los fiscales del ministerio público".


Artículo 269 bis


	Agrégase, como nuevo artículo 269 bis, el siguiente, pasando el actual 269 bis a ser 269 bis A: 


	"Artículo 269 bis.- El fiscal del ministerio público que ocultare, alterare o intencionalmente destruyere cualquier antecedente, objeto o documento que permita establecer la existencia o ausencia de un delito, la participación punible en él, o que pueda servir para la determinación de la pena, así como los que configuren circunstancias atenuantes o eximentes de responsabilidad, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados e inhabilitación especial perpetua para el cargo."


Artículo 269 bis A


	Reemplázase, en el inciso segundo del actual artículo 269 bis, que ha pasado a ser artículo 269 bis A, la frase "y el artículo 201 del Código de Procedimiento Penal" por la expresión "y los artículos 208 y 209 del Código Procesal Penal".


Artículo 397


	Elimínase, en el encabezamiento, la expresión “como procesado”.


Artículo 423


	Reemplázase la expresión “como reo de” por el vocablo “por”.


Artículo 424


	Derógase.


Artículo 425


	Reemplázase la expresión "procesados" por "acusados".


Artículo 426


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "entablarse la acción" por "iniciarse una persecución penal".


Artículo 428


	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	“Artículo 428.- El condenado por calumnia o injuria puede ser relevado de la pena impuesta mediante perdón del acusador; pero la remisión no producirá efecto respecto de la multa una vez que ésta haya sido satisfecha.”


Artículo 431


	Reemplázase, en el inciso segundo, la oración "La misma regla se observará en el caso del artículo 424" por "La misma regla se observará respecto de las demás personas enumeradas en el artículo 64 del Código Procesal Penal".


Artículo 448


	Reemplázase, en los incisos primero y segundo, la expresión “procesado por” por “autor de”.


Artículo 449


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "procesado" por "condenado".


Artículo 456


	Reemplázase la expresión "procesado" por "imputado".


Artículo 461


	Reemplázase la expresión "procesados por" por "responsables de".


Artículo 483 b


	Reemplázase la expresión “inculpado” por “imputado”.


Artículo 484


	Reemplázase la expresión "Son procesados por" por la expresión  "Cometen".


	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil:


Artículo 37


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “oficial del ministerio público” por “fiscal judicial”.





			Artículo 54


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público”  por “fiscal judicial”.


		Artículo 109


	Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 167


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "si en éste se ha dado lugar al procedimiento plenario" por "si en éste se ha dado lugar al juicio oral".


		Artículo 179


	Elimínase, en el número 3º del inciso primero, la frase "como partes directas o coadyuvantes".


		Artículo 209


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 248


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 249


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 361


	Agrégase, en el número 1, después de la expresión "Fiscales", el vocablo “Judiciales” y, después de la expresión “Jueces Letrados”, la frase "el Fiscal Nacional y los fiscales regionales,".


		Artículo 362


	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de las expresiones “fiscales” y “fiscal”, en todos los casos en que ellas se emplean, la expresión "judicial".


		Artículo 389


	Agrégase, en el número 1, después de la expresión “Fiscales”, el vocablo “Judiciales” y, después de la coma (,) que sigue a la expresión "tribunales", la frase "el Fiscal Nacional y los fiscales regionales".


		Artículo 683


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “oficial del ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 750


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 753


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.








		Artículo 761


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 803


	Deróganse los incisos segundo y tercero.


		Artículo 813


	4.- Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 814


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 824


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 825


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 849


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 876


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 886


	Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 904


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 911


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 912


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 913


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


	Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 28 de julio de 1993, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado:


		Artículo 3°


	Sustitúyese, en el número 1, la expresión "en las gestiones judiciales y administrativas previas al ejercicio de la acción penal que correspondiera ejercer o sostener al Consejo y cuando, a juicio del mismo, se justifique su intervención" por "así como su intervención formal en el proceso penal cuando el Consejo  así lo decidiere".


	Reemplázase, en el número 4, la frase "El ejercicio y sostenimiento de la acción penal" por "Intervenir y, en su caso, ejercer la acción penal".


	Sustitúyese el número 5 por el siguiente:


	“5.- Intervenir y, en su caso, ejercer la acción penal, cuando así lo acuerde el Consejo, tratándose de los crímenes y simples cometidos por funcionarios públicos o empleados de la Administración del Estado, de los gobiernos regionales, de las municipalidades, de las instituciones o servicios descentralizados territorial o funcionalmente, o de las entidades de derecho privado  en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, en el desempeño de sus funciones o cargos. 


		Artículo 4°


	Reemplázase la oración "El Consejo de Defensa ejercerá la acción penal determinada en el artículo 3.º, Nº 4" por "El Consejo de Defensa del Estado intervendrá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.º, Nº 4".


		Artículo 5°


	Derógase.


		Artículo 6°


	Reemplázase, en el inciso primero, la oración "el Consejo de Defensa del Estado sostendrá la acción siempre que, en su concepto, haya especial conveniencia en ello" por "el Consejo de Defensa del Estado intervendrá, a petición del organismo correspondiente, siempre que en su concepto haya especial conveniencia para ello".


	Sustitúyense los incisos segundo y tercero por los siguientes:


	"En los casos previstos en el artículo 4º, letra d), el Consejo de Defensa del Estado podrá intervenir sólo cuando el Servicio de Impuestos Internos no lo hubiere hecho. Ocurrida dicha intervención, el Consejo deberá cesar en ella.


	Salvo lo dispuesto en el inciso anterior, cuando el Consejo de Defensa del Estado intervenga en aquellos casos en que también corresponda la intervención de otros funcionarios distintos del Ministerio Público, cesará la facultad de representación de éstos en el respectivo procedimiento."


		Artículo 26


	Elimínase, en el inciso segundo, la frase "las contestaciones de demandas de cobro de honorarios regidas por el artículo 245 del Código de Procedimiento Penal".


		Artículo 41


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 41. El Ministerio Público remitirá al Consejo de Defensa del Estado, a la brevedad posible, los partes o denuncias que digan relación con delitos que puedan dar lugar a su intervención.”


		Artículo 45


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 45.- En los procesos penales de que trata el artículo 3º, el Presidente del Consejo y los abogados procuradores fiscales, dentro de sus respectivos territorios, podrán hacerse parte y tendrán los derechos que el Código Procesal Penal concede a los querellantes. En tal calidad, podrán examinar registros y documentos de la investigación fiscal y policial, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 262 del Código Procesal Penal.


	Corresponderá especialmente al Presidente del Consejo y a los abogados procuradores fiscales ejercer la facultad que el artículo 243 del Código Procesal Penal concede a la víctima."


		Artículo 46


	Reemplázase por el siguiente:


	"Artículo 46.- Tanto el Presidente del Consejo como los abogados procuradores fiscales tendrán derecho al conocimiento de los antecedentes de la investigación en cualquier procedimiento, cuando estimaren, fundadamente, que se ha cometido alguno de los delitos que autorizan la intervención del Consejo de Defensa del Estado y con la sola finalidad de decidir si se interpone o no querella. En caso de rechazo de la solicitud por parte del fiscal investigador, el Consejo podrá ocurrir ante el respectivo juez de garantías, quien decidirá la cuestión mediante resolución fundada."


		Artículo 47


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 47.- Cualquier dificultad que se suscitare entre el Consejo y el Ministerio Público a propósito del ejercicio de los derechos que al primero reconocen los artículos precedentes, será resuelta por el respectivo juez de garantías o por el tribunal del juicio oral que estuviere conociendo del proceso."


		Artículo 48


	Derógase.


		Artículo 52


	Reemplázase la expresión "y que no sean de la competencia del Juez del Crimen" por "y cuyo conocimiento no corresponda a los jueces con competencia en lo penal".


		Artículo 58


	Reemplázase por el siguiente:


	"Artículo 58.- En la investigación de los delitos a que se refiere el artículo 3º, el Ministerio Público deberá informar al Presidente del Consejo de Defensa o a los respectivos abogados procuradores fiscales, dentro de los cinco días siguientes y mediante comunicación escrita, la circunstancia de haber archivado provisionalmente la causa o haberse abstenido de proseguir la investigación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 241 y 242 del Código Procesal Penal.


	Si el Consejo estimare injustificada o indebida la medida adoptada, deberá reclamar de dicha decisión ante la autoridad inmediatamente superior del Ministerio Público, la que se deberá pronunciar dentro del plazo de cinco días."


	Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1995, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.366, que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas:


		Artículo 2º


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "inculpado" por "imputado".


	Sustitúyese, en el inciso cuarto, la frase "a las personas que se encuentren procesadas" por "a las personas acusadas o condenadas".


	Sustitúyese, en el inciso final la frase "si con posterioridad a ésta se produce el procesamiento de que se trata" por "si con posterioridad a ésta se presenta la acusación". 


		Artículo 10


	Elimínase el inciso final. 


		Artículo 13


	Derógase.


		Artículo 14


	Sustitúyese por el siguiente:


	“Artículo 14.- El Ministerio Público deberá llevar a cabo la investigación de los delitos a que se refiere el artículo 12 a través de las unidades especializadas que al efecto cree, de conformidad a su ley orgánica constitucional.”


		Artículo 15


	Derógase.


		Artículo 16


	Reemplázase por el siguiente:


	"Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 253 del Código Procesal Penal, las autoridades y funcionarios o empleados de cualquiera de los servicios de la Administración del Estado,  de las instituciones o servicios descentralizados territorial y funcionalmente o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, deberán colaborar activamente con el Ministerio Público en la investigación de los delitos contemplados en esta ley.


	El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero dirigidas a recoger antecedentes acerca de la procedencia u origen de los bienes, valores, dineros, utilidad, provecho o  beneficio a que se refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares chilenas.


	Del mismo modo, el Ministerio Público podrá requerir, previa autorización judicial, la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, que sean objeto de la investigación, debiendo los bancos, otras entidades y personas naturales que estén autorizadas o facultadas para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiarios, proporcionarlos en el más breve plazo.


	Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Ministerio Público, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.


	El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase e derechos e impuestos."


		Artículo 17


	Sustitúyese, en el inciso primero, la oración "La investigación preliminar a que se refiere esta ley será secreta" por "La investigación del delito a que se refiere el artículo 12 de esta ley será secreta en los términos que dispone el artículo 262 del Código Procesal Penal".


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "El Consejo de Defensa del Estado deberá perseguir la responsabilidad penal o civil que pudiere emanar" por "El Ministerio Público deberá intervenir en el correspondiente proceso penal o entablar la acción civil que pudiere emanar".


		Artículo 18


	Derógase.


		Artículo 19


	Sustitúyese, en el inciso primero, la oración "Deducida la acción penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el juez del crimen adoptará todas las medidas necesarias" por "Iniciada la persecución penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantías que decrete todas las medidas necesarias".


	Derógase el inciso segundo.


		Artículo 20


	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "El Consejo de Defensa del Estado" por "El Ministerio Público".


	Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión "el Consejo de Defensa del Estado" por "el Ministerio Público".


		Artículo 25


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "artículo 114 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 289 del Código Procesal Penal".


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “el Banco del Estado de Chile” por “una institución bancaria”.


	Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “tribunal” por “juez de garantías”.


	Sustitúyense, en el inciso cuarto, la expresión “tribunal” por “juez de garantías”, y la frase "el juez de la causa la” por "lo”.


		Artículo 26


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "que sean incautadas por los tribunales o por la policía" por "que sean incautadas en conformidad a la ley".


	Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase "El servicio aludido deberá emitir" por "El Servicio aludido deberá remitir al Ministerio Público".


	Elimínase, en el mismo inciso, la oración "Dicho protocolo de análisis tendrá el valor probatorio señalado en el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal".


	Sustitúyese, en el referido inciso, la frase "el tribunal decrete" por "el Ministerio Público solicite".


	Sustitúyese, en el inciso sexto, la oración "copia de la cual deberá hacerse llegar al tribunal" por "copia de la cual deberá hacerse llegar al Ministerio Público y al juez de garantías".


	Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión "el tribunal ordenará” por "el juez de garantías, a petición del Ministerio Público,”.


		Artículo 28


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "artículo 675 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 530 del Código Procesal Penal".


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "Título I del Libro Cuarto del Código de Procedimiento Penal", por "párrafo 1º del Título VIII del Libro IV del Código Procesal Penal".


		Artículo 29


	Reemplázase, en el inciso primero, las frases "organismo que investigue actos preparatorios, de ejecución o consumados de alguno de los delitos sancionados en esta ley" por "ministerio público", y "el juez del crimen del territorio jurisdiccional donde aquellos se lleven o hayan sido llevados a cabo, " por "el juez de garantías que corresponda".


	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión "el correspondiente organismo" por "el Ministerio Público", y suprímese la frase "denunciar el delito y".


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "El juez del crimen estará facultado para decretar" por "A petición del Ministerio Público, el juez de garantías podrá decretar".


	Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra "juez" por "Ministerio Público".


		Artículo 30


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 30.- El Ministerio Público podrá requerir y otorgar la más amplia cooperación destinada al éxito de las investigaciones de los respectivos procedimientos, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 262 del Código Procesal Penal."


		Artículo 31


	Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “juez” y la letra “a”, la expresión “de garantías”, y reemplázase la expresión “organismo policial” por “fiscal del Ministerio Público”.


		Artículo 33


	Reemplázase por los siguientes artículos:


	"Artículo 33.- Se podrá imponer la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley para el delito de que se trate, a aquel sujeto que, durante la investigación, entregue o revele al Ministerio Público informaciones o antecedentes que contribuyan eficazmente a impedir la consumación de los hechos investigados o de otros contemplados en esta ley, pero de mayor gravedad y en que también tenga participación; o bien sirvan para individualizar o capturar a otros responsables con los cuales él hubiere tenido vinculación directa o indirecta, ya sea en una asociación ilícita o en una red ilícita de comercialización, siempre que su papel haya sido de menor importancia y entidad que el de dichos responsables.


	Se deberá tomar en especial consideración lo dispuesto en el artículo 122 del Código Procesal Penal.


	Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente al esclarecimiento aludido. La falsedad de los dichos, antecedentes o datos proporcionados por el cooperador serán penados conforme con los artículos 206 o 207 del Código Penal, según fuere el caso.


	Las informaciones o antecedentes a que aluden los incisos anteriores tendrán el carácter de secretos desde el momento mismo en que se entreguen a la autoridad. Sin perjuicio de ello, y de acuerdo a las reglas generales, el imputado tendrá siempre acceso a dichas informaciones o antecedentes, con prescindencia de la identidad del que los suministre, cuando los mismos se hicieren valer en su contra y, en todo caso, en el momento de la acusación.


	El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la instrucción o en la acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en los incisos primero y segundo.


	Artículo 33 bis.- La declaración del cooperador, cuando se estimare necesario para su seguridad personal, podrá ser recibida anticipadamente en conformidad con el artículo 259 del Código Procesal Penal.


	El Ministerio Público o el juez de garantías, a petición de aquél, deberá disponer de inmediato todas las medidas que sean necesarias para la protección de quienes pudieren quedar comprendidos en algunos de los casos mencionados en el inciso primero, como, asimismo, a favor del cónyuge, ascendientes o descendientes legítimos o naturales y demás personas que, atendidas las circunstancias del caso, lo requieran. 


	Concedido alguno de los beneficios señalados, el juez de garantías podrá, además, autorizarlos para usar nombres y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad. 


	La Dirección General del Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas.


	Quienes hayan sido autorizados para usar nueva identidad sólo podrán emplear ésta en el futuro.


	El uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y la utilización fraudulenta de los nuevos serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”


	Las resoluciones que se adopten en el cumplimiento de este artículo se registrarán en forma secreta en los tribunales respectivos.


	Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas. 


	El empleado público que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.”


		Artículo 34


	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	"Artículo 34.- No regirá el plazo a que se refiere el inciso tercero del artículo 262 del Código Procesal Penal cuando se trate de la investigación de los delitos a que se refiere esta ley, si el Ministerio Público estimare que existe riesgo para la seguridad de agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en el procedimiento."


	Intercálase, en el inciso cuarto, entre las palabras "declarar" y "en", la voz "anticipadamente", y sustitúyese la expresión "proceso" por "acta respectiva".


	Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


	"La violación del secreto de la investigación y de la identidad de las personas a que se refieren el artículo anterior y el presente será castigada con presidio menor en sus grados medio a máximo."


		Artículos 36, 37 y 38.


	Deróganse.


		Artículo 41


	Sustitúyese, en el inciso sexto, la expresión "El juez del Crimen" por "El tribunal".


		Artículo 42


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 42.- Se aplicará, para la persecución de las faltas a que se refiere el artículo anterior, el procedimiento establecido en el título I del Libro IV del Código Procesal Penal.".


		Artículos 43 y 44.


	Deróganse.


		Artículo 45


	Elimínanse, en el inciso primero, la expresión ", además de contener los requisitos señalados en el artículo 562 del Código de Procedimiento Penal," y su última frase.


		Artículo 47


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 47.- Las faltas a que alude el artículo 41 serán de conocimiento del juez de garantías de acuerdo con las reglas generales."


		Artículo 48


	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión "tribunal" por "Ministerio Público".


		Artículo 51


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "inculpados o procesados" por "imputados".


		Artículo 56


	Derógase.


	Artículo 5º.- Sustitúyese, en la primera y segunda frases de la letra b) del artículo 34 del decreto con fuerza de ley Nº 292, de 1953, que aprueba la ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, la expresión "tribunal" por "Ministerio Público".


	Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra en el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


	Reemplázase, en todos los preceptos en que se utilice, la expresión "Fiscal Nacional" por "Fiscal Nacional Económico".


	Reemplázase, en todos los preceptos en que se utilice, la expresión "Fiscal Regional" por "Fiscal Regional Económico".


		Artículo 24


	Incorpórase, en la letra b) del inciso segundo, a continuación de la frase "ante la Comisión Resolutiva", la frase "el Ministerio Público", antecedida de una coma (,).


	Introdúcense, en el párrafo tercero de la letra h) del inciso segundo, a continuación de la frase "a las Comisiones Preventivas", una coma (,) y luego las palabras "al Ministerio Público".


	Elimínase el párrafo quinto de la letra h) del inciso segundo.


	Reemplázase la letra j) del inciso segundo por la siguiente:


	"j) Denunciar o presentar querella por los delitos previstos en este decreto ley, cuando se lo ordene la Comisión Resolutiva de conformidad con el número 5 de la letra a) del artículo 17.”


	Elimínase la letra k) del inciso segundo.


		Artículo 26


	Reemplázase la frase "el ejercicio de la acción penal" por "el ejercicio de la facultad de deducir denuncia o querella" y suprímese la expresión "o en el Consejo de Defensa del Estado."


		Artículos 33, 34, 35 y 37.


	Deróganse.


	Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


		Artículo 40


	Intercálase entre las palabras "Local;" y "los", la frase "los fiscales del Ministerio Público;".





		Artículo 61


	Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "ante el juez del crimen" por "a la respectiva oficina del Ministerio Público."


		Artículo 78


	Sustitúyese la frase "Juez del Crimen" por "Ministerio Publico".


		Artículo 117


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "Juez del Crimen competente" por "Ministerio Público, el juez de garantías"


	Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "y previa formación del acta de iniciación del sumario correspondiente, dispondrán" por la frase ", el juez de garantías dispondrá"


		Artículo 119


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "al juez del crimen competente para que instruya el proceso que haya lugar" por "al Ministerio Público, para los fines a que haya lugar".


		Artículo 120


	Sustitúyese la expresión "juez del crimen" por la expresión "Ministerio Público".


		Artículo 121


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "al juez del crimen competente" por "al Ministerio Público".


		Artículo 122


	Sustitúyese la frase "juez competente" por "Ministerio Público".


		Artículo 130


	Agrégase, después de la palabra "Estado", la expresión "del Ministerio Público", antecedida por una coma (,).


		Artículo 139


	Elimínase, en el inciso segundo, la oración “quien apreciará la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica”, así como la coma (,) que la antecede.


		Artículos  146, 147 148 y 149.


	Deróganse.


		Artículo 150


	Reemplázase la expresión "acusado" por "imputado".


		Artículo 157


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "el juez del crimen que corresponda o al de turno en su caso" por "la oficina correspondiente del Ministerio Público".


	Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.175, de Quiebras:


	Reemplázase, en todos los preceptos de esta ley, la expresión "Fiscal Nacional" por "Fiscal Nacional de Quiebras".


		Artículo 222


	Reemplázase la expresión "juez del crimen" por "Ministerio Público".


		Artículo 223


	Sustitúyese por el siguiente: 


	"Artículo 223.- El Ministerio Público procederá a investigar con el fin de indagar si el fallido o cualquiera otra persona son responsables de algún delito relacionado con la quiebra."


		Artículo 225


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "juicio" por "proceso".


	Elimínase el inciso tercero.


		Artículos 226 y 227.


	Deróganse.


		Artículo 228


	Elimínanse los incisos primero y segundo.


		Artículo 234


	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 


	"Si la quiebra del deudor no comprendido en el artículo 41 fuere declarada por la causal número 3 del artículo 43, el tribunal, de oficio, lo comunicará al Ministerio Público para que dé curso a la correspondiente investigación."


	Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


		Artículo 39


	Reemplázase, en el número 2, la expresión "hallarse procesado" por "haberse dictado auto de apertura del juicio oral."


		Artículo 50


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "juez del crimen competente" por "juez de garantías".


	Elimínase, en el inciso segundo, la oración final que comienza con las expresiones "y hará declaración" hasta "sumario", reemplazándose la coma (,) después de la palabra "reclamo" por un punto (.), y agrégase, como oración final, la siguiente: "Si diere lugar al mismo, remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los fines que correspondan."


		Artículo 63


	Reemplázase la frase "juez competente" por "Ministerio  Público".


		Artículo 68


	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


	"Cualquier persona podrá formular denuncia o deducir querella para la investigación de las faltas o delitos sancionados en esta ley."





		Artículos 69 y 72 


	Deróganse.


		Artículo 70


	Sustitúyese la frase "Título I del Libro III del mismo Código" por "Título I Libro IV del Código Procesal Penal".


	Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.460, Orgánica de la Policía de Investigaciones:


		Artículo 4°


	Reemplázase por el siguiente:


	“Artículo 4°.- La misión fundamental de la Policía de Investigaciones de Chile es investigar los delitos de conformidad a las instrucciones que al efecto dicte el Ministerio Público, salvo las excepciones específicas previstas por la ley.”


		Artículo 5°


	Intercálase entre los vocablos “emanada” y “de”, la expresión "del Ministerio Público,".


		Artículo 7°


	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la frase "autoridades judiciales con jurisdicción en lo criminal", la expresión "al Ministerio Público", antecedido por una coma (,).


		Artículo 8°


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase final "sin perjuicio de las facultades que los artículos 112, 113 y 114 del Código de Procedimiento Penal otorgan al juez que conozca los hechos" por "sin perjuicio de las reglas generales contenidas en el Código Procesal Penal."


		Artículo 20


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "del juez competente" por "del Ministerio Público o del juez, según sea el caso".


	Elimínase el inciso segundo.


	Sustitúyese el actual inciso tercero por el siguiente:


	"Una copia del informe médico se enviará al juez de garantías correspondiente y otra al fiscal del Ministerio Público que tramite la causa."


	Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4º de la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:


	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	“Artículo 4°.- Carabineros de Chile deberá dar cumplimiento a las órdenes que imparta el Ministerio Público durante la investigación y prestará a las autoridades judiciales el auxilio de la fuerza pública que éstas soliciten en el ejercicio de sus atribuciones. Al ser requerido por el Ministerio Público o los Tribunales de Justicia para hacer ejecutar sus sentencias y para practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, Carabineros deberá prestar dicho auxilio sin que le corresponda calificar el fundamento u oportunidad con que se le pide, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar. Asimismo, Carabineros prestará auxilio al Ministerio Público para la investigación de los delitos de conformidad a lo que dispone el Código Procesal Penal.".


	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión "Tribunales de Justicia", la frase "y el Ministerio Público,"


	Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad:


		Artículo 2°


	Reemplázase la frase "artículo 564 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 453 del Código Procesal Penal".


		Artículo 15


	Reemplázase, en la letra c), la oración "Si dichos informes no hubieren sido agregados a los autos durante la tramitación del proceso, el juez de la causa o el tribunal de alzada lo solicitarán como medida para mejor resolver" por "Si dichos informes no hubieren sido incorporados al juicio oral, el tribunal podrá solicitarlos en la oportunidad prevista en el artículo 373 del Código Procesal Penal".


		Artículo 16


	Reemplázase el inciso final por el siguiente:


	“La prórroga y reducción del plazo, y el egreso del condenado se propondrán en un informe fundado que se someterá a la consideración del tribunal. Si éste es unipersonal, su resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones respectiva.”


		Artículo 17


	Reemplázase, en la letra e), la expresión "procesado" por "condenado".


		Artículo 25


	Derógase.


		Artículo 29


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "dieron origen al auto de procesamiento y la condena" por "diere origen el respectivo procedimiento penal".


	Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4º del decreto ley Nº 321, sobre Libertad Condicional:


	Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión "los dos jueces del crimen más antiguos de ese departamento" por "dos jueces con competencia penal elegidos por éstos, si hubiere más de dos en las comunas asientos de las respectivas Cortes", y la expresión "los diez jueces del crimen más antiguos del departamento", por "diez jueces con competencia en lo penal elegidos por todos ellos".


	Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


	“Los jueces con competencia penal elegidos serán subrogados, en caso de impedimento o licencia, por otros jueces con competencia en lo penal que los sigan en antigüedad.”


	Artículo 14.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº 426, de 1927, que suprime los cargos de promotores fiscales y fija la forma en que serán reemplazados en sus funciones.


	Artículo 15.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 196, de 1960, que fija el estatuto orgánico del Servicio Médico Legal:


		Artículo 2°


	Reemplázase por el siguiente:


	“Artículo 2º El Servicio Médico Legal asesorará al Ministerio Público y a los Tribunales de Justicia en materias médico-legales y colaborará con las Cátedras de Medicina Legal de las Universidades del país.”


		Artículo 3°


	Reemplázase, la letra a) por la siguiente:


	a) Emitir informes médico-legales a petición del Ministerio Público y de los Tribunales de Justicia;”


		Artículo 8°


	Derógase.


		Artículo 15


	Derógase.


	Artículo 16.- Reemplázase el artículo 143 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la ley General de Bancos, por el siguiente:


	"Artículo 143.- La Superintendencia, cuando pueda configurarse alguna de las presunciones establecidas en el artículo 141, deberá poner en conocimiento del Ministerio Público la declaración de liquidación forzosa, acompañada de sus antecedentes, al objeto de que éste inicie la investigación correspondiente.


	La Superintendencia figurará como parte y tendrá los derechos de tal desde que se apersone al juicio. En ese carácter, solicitará la práctica de todas las diligencias que sean necesarias para el esclarecimiento de los antecedentes de la liquidación y para la aprehensión de los responsables, cuando proceda esta medida.”


	Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 59 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central:


	Elimínase la frase "Para ello, el Banco deducirá la denuncia o querella correspondiente".


	Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


	“El Banco figurará como interviniente en el proceso desde que se apersone en él, sin necesidad de formalizar querella.”


	Artículo 18.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:


		Artículo 12


	Elimínase, en el inciso segundo, la frase "y Nº 1 del artículo 191 y 192 del Código de Procedimiento Penal".


		Artículo 20


	Elimínase la frase "y de las criminales, por crímenes o simples delitos,".


	Artículo 19.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:


		Artículo 8°


	Derógase.


		Artículo 10


	Reemplázase la frase "Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal" por "Título I Libro IV del Código Procesal Penal".


	Artículo 20.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar:


		Artículo 3°


	Reemplázase, en la letra a), la frase "siéndoles aplicable lo establecido en los artículos 83 y 86 del Código de Procedimiento Penal" por "siéndoles aplicable el artículo 250 del Código Procesal Penal".


		Artículo 7°


	Reemplázase la frase "al Juzgado de Letras en lo Criminal que sea competente para conocer de éste" por "al Ministerio Público para que inicie la investigación respectiva".


	Artículo 21.- Reemplázase, en el artículo 18 de la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, la expresión “los del Tribunal Calificador de Elecciones y los del Servicio Electoral” por "del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral".


	Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto actualizado corresponde al decreto supremo Nº 291, de 1993, del Ministerio del Interior, que fijó su texto refundido:


		Artículo 32


	Reemplázase, en la letra d), la expresión "los funcionarios que ejerzan el ministerio público" por "los fiscales del Ministerio Público".


		Artículo 102


	Intercálase, en la letra g), el vocablo “judicial” entre las palabras “fiscal” y “para”.


	Artículo 23.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto actualizado corresponde al decreto supremo Nº 662, de 1992, del Ministerio del Interior, que fijó su texto refundido:


		Artículo 64


	Intercálase, en la letra b), entre las expresiones "Poder Judicial" y "así como", la expresión "del Ministerio Público,".





		Artículo 90


	Reemplázase la letra d) por la siguiente;


	“d) No haber sido acusado ni condenado por delito que merezca pena aflictiva.”


		Artículo 136


	Intercálase, en la letra g), el vocablo “judicial” entre las palabras “fiscal” y “para”.


	Artículo 24.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:


		Artículo 10


	Reemplázase, en la letra f), la expresión "procesado" por "acusado".


		Artículo 58


	Reemplázase, en la letra k), la expresión "Denunciar a la justicia" por "Denunciar ante el Ministerio Público".


		Artículo 119


	Intercálase, en el inciso primero, entre  la coma (,) que sigue a la palabra “consecuencia” y el vocablo “la”, la frase "la aplicación del principio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento, los acuerdos reparatorios,".


	Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo:


		Artículo 11


	Reemplázase, en la letra f), la expresión "procesado" por "acusado".


		Artículo 55


	Reemplázase, en la letra k), la expresión "Denunciar a la justicia" por "Denunciar ante el Ministerio Público".”


		Artículo 155


	Intercálase, en el inciso primero, entre  la coma (,) que sigue a la palabra “consecuencia” y el vocablo “la”, la frase "la aplicación del principio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento, los acuerdos reparatorios, ".


	Artículo 26.- Reemplázase la letra d) del artículo 20 del decreto Nº 58, del 20 de marzo de 1997, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, derogando la ley Nº 18.893, por la siguiente: 


	“d) No estar acusado ni cumpliendo condena por delito que merezca pena aflictiva, y”


	Artículo 27.- Reemplázase la letra a) del artículo 44 bis del decreto con fuerza de ley Nº 251, del año 1931, relativo a la Superintendencia de Valores y Seguros, por la siguiente:


	“a) Aquellos acusados o condenados por delito que merezca pena aflictiva o por los delitos a que se refiere esta ley;”


	Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.212, que crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones:


Artículo 9°


	Reemplázase  la frase "artículo 191 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 208 del Código Procesal Penal", y sustitúyese la expresión "los dos primeros incisos del artículo 192 del mismo Código" por "el artículo 209 del Código Procesal Penal".


		Artículo 23


	Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión "los Tribunales de Justicia" por "el Ministerio Público", y sustitúyese la oración "al tribunal competente, según el caso. Este último deberá disponer la formación de cuaderno separado con los documentos remitidos" por "al fiscal que corresponda. Este último deberá disponer su custodia reservada".


	Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 


	"El imputado o acusado y los demás intervinientes en el proceso siempre tendrán acceso a los antecedentes indicados en el inciso anterior.  Si se pretendiere hacerlos valer en audiencias orales, el o los jueces a cargo de éstas tomarán las providencias necesarias para mantener su carácter reservado.".


	Elimínase el inciso séptimo.


	Reemplázase el actual inciso final por el siguiente: 


	"Si se tratare de materias civiles, en el proceso respectivo se formará cuaderno separado con los antecedentes reservados, siguiéndose en lo demás las reglas precedentemente expuestas en cuanto resulten aplicables."


	Artículo 29.- Sustitúyese el número 5) del artículo 24 de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, por el siguiente:


	"5) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse acusado ni condenado por crimen o simple delito."


	Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas:


		Artículo 54


	Reemplázase, en la letra d), la expresión "Oficial procesado" por "Oficial que hubiere sido acusado, tratándose de jurisdicción ordinaria, o en cuya contra se hubiere dictado auto de procesamiento en el caso de la jurisdicción militar".


		Artículo 57


	Reemplázase, en la letra d), la expresión "el personal procesado" por "el personal que hubiere sido acusado, tratándose de jurisdicción ordinaria, o en cuya contra se hubiere dictado auto de procesamiento en el caso de la jurisdicción militar".


	Artículo 31.- Modifícase, la letra d) del artículo 36 de la ley Nº 18.833, que establece un nuevo estatuto general para cajas de asignación familiar, por la siguiente:


	“d) No haber sido condenado ni hallarse acusado por crimen o simple delito;”.


	Artículo 32.- Sustitúyese, en el inciso final del artículo 5º de la ley Nº 18.455, que fija normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, la expresión "juez del crimen competente" por "juez de garantías que corresponda", y elimínase la expresión "con conocimiento de causa y".


	Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto Nº 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas:


		Artículo 18


	Reemplázase la letra a) por la siguiente:


	"a) En las comunas que no sean asiento de juzgado militar, el requerimiento podrá ser presentado ante el Ministerio Público, el cual deberá realizar las primeras diligencias de investigación, sin perjuicio de dar inmediato aviso al Juzgado Militar y a la Fiscalía Militar correspondientes.".


	Sustitúyese el párrafo primero de la letra d) por el siguiente: 


	"Si iniciada la persecución penal por delitos ordinarios se estableciere la comisión de cualquier delito contemplado en esta ley con respecto a los instrumentos para cometer delitos en contra de las personas o delitos contra la propiedad, no procederá la declaración de incompetencia ni el requerimiento respectivo, siendo la justicia ordinaria competente para fallar esta clase de delitos.".


	Reemplázase la letra e) por la siguiente: 


	"e) Si, durante la investigación de un delito común, se estableciere la comisión de los delitos señalados en los artículos 3º y 8º, se dará cuenta inmediata de ellos a la Comandancia de Guarnición de la jurisdicción para que, de conformidad a las reglas establecidas en esta ley, siga el proceso correspondiente.".


		Artículo 19


	Elimínase la frase "Fiscales de la Corte Suprema, Fiscales de la Corte de Apelaciones".


	Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


	Sustitúyese, en el inciso primero, la frase "estar procesados" por "ser objeto de acusación".


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "El auto de procesamiento" por "La acusación".


	Artículo 35.- Sustitúyese, en el número 1 del artículo 18 de la ley Nº 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, la expresión "ni hallarse procesado" por "ni haber sido acusado".


	Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile:


		Artículo 56


	Sustitúyese el artículo 56 por el siguiente:


	"Artículo 56.- Los extranjeros que se encuentren con prohibición judicial de salir del territorio nacional deberán obtener del tribunal competente la autorización para salir del país, lo cual deberá acreditarse ante la autoridad correspondiente."


		Artículo 94


	Reemplázase el artículo 94 por el siguiente:


	"Artículo 94.- El Ministerio Público, los tribunales ordinarios de justicia y los tribunales militares, en su caso, deberán comunicar al Servicio de Registro Civil e Identificación y a la Policía de Investigaciones de Chile el hecho de haberse dictado, en los procesos en que aparezcan imputados extranjeros, medidas de prohibición de abandono del territorio nacional, sentencias condenatorias y autos de procesamiento en caso de la jurisdicción militar, dentro de un plazo de 5 días. En las regiones, con excepción de la Metropolitana de Santiago, dichas comunicaciones se dirigirán a las unidades regionales de los aludidos servicios, las que deberán, a su vez, informar en igual plazo a las autoridades centrales."


	Artículo 37.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 35 de la ley Nº 18.046. sobre sociedades anónimas:


	Reemplázase, en su número 3, la frase "Las personas encargadas reo o condenadas" por " Las personas acusadas o que hubieren sido condenadas".


	Sustitúyese, en el párrafo segundo del número 3, la expresión "procesado" por "acusado".


	Artículo 38.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, de Menores:


		Artículo 16


	Suprímese, en el inciso quinto, la frase ", en la forma prevista por el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal".


		Artículo 28


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "inculpados" por "imputados", y agrégase, en su inciso final, a continuación de la expresión "fiscal", la palabra "judicial”.


	Artículo 39.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley Nº 707, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques:


	Reemplázase, en el inciso séptimo, la expresión "juez competente" por "tribunal competente".


	Sustitúyese el inciso octavo por el siguiente:


	"El pago que el imputado o condenado hiciere en cualquier tiempo del cheque, los intereses corrientes y las costas judiciales constituirá causal de sobreseimiento definitivo, a menos que de los antecedentes del proceso aparezca en forma clara que el girador de el o los cheques ha actuado con ánimo de defraudar."


	Artículo 40.- Efectúanse las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.346, que crea la Academia Judicial:





		Artículo 2°


	Intercálase, en la letra d), entre las palabras "Fiscal" y “de”, la expresión "Judicial".


		Artículo 11


	Elimínase, en el inciso segundo, la expresión "y del Ministerio Público".


	Artículo 41.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Sanitario:


		Artículo 134


	Intercálase, en el inciso primero, entre el vocablo “judiciales” y la letra “y” que la sigue, la expresión “del Ministerio Público” antecedida por una coma (,).


		Artículo 139


	Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 139, la letra “o” ubicada entre los vocablos “científico” y “judicial” por una coma (,), y agrégase, a continuación de la palabra “judicial”, la expresión “o penal”.


	Artículo 42.- Elimínase, en el número 2 del artículo 236 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, la frase “ni hallarse procesado”.


	Artículo 43.- Elimínase, en la letra d) del artículo 10 del decreto ley Nº 2757, que establece normas sobre asociaciones gremiales, la frase “ni hallarse actualmente procesado”.


Artículos  transitorios.


	Artículo 1º.- Los efectos que leyes especiales atribuyan al auto de procesamiento deberán entenderse referidos al auto de apertura del juicio oral.


	Artículo 2º.- Elimínase, para todos los efectos legales, el trámite de la consulta en los procesos penales.


	Artículo 3º.- Cualquier ley especial que hubiere otorgado a alguna autoridad facultades que, de acuerdo con la Constitución Política de la República, correspondieren al Ministerio Público, se entenderán referidas a este último.


	Cualquiera mención que leyes especiales hicieren al ejercicio de facultades jurisdiccionales en el ámbito del procedimiento penal, se entenderán referidas a los jueces de garantía, a los tribunales en lo penal o a los órganos de justicia militar, según corresponda.


	Deróganse todas las normas procesales penales especiales no modificadas por esta ley en cuanto fueren incompatibles con el Código Procesal Penal. 


	En substitución de esas normas, deberán aplicarse las reglas establecidas en éste.


	Artículo 4º.- Todas las normas contenidas en esta ley regirán desde la entrada en vigencia del Código Procesal Penal y sólo se aplicarán a los procedimientos que se tramiten conforme a las normas de este Código.”


-------


	Se designó Diputado Informante al señor Elgueta Barrientos, don Sergio.


	Sala de la Comisión, a 20 de octubre de 1998.


























	Acordado en sesiones de fechas 18 de agosto, 2 , 8, 9, 15 y 16 de septiembre, y 6, 13 y 20 de octubre de 1998, con asistencia de los Diputados Aldo Cornejo González (Presidente), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Zarko Luksic Sandoval,  Aníbal Pérez Lobos, Antonella Sciaraffia Estrada, Laura Soto González. e Ignacio Walker Prieto. 

















Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.








� En el mensaje se afirma que lo que primero que cabría discutir es la conveniencia de mantener en cada caso dichos procedimientos particulares, los que en muchos casos el proyecto simplemente deroga. En realidad, una de las manifestaciones de la crisis de un Código de Procedimiento son, precisamente, las excepciones a su aplicación que se van introduciendo paulatinamente por el legislador, que entra a desconfiar de que la aplicación del procedimiento ordinario o general vaya a ser efectiva para solucionar los problemas que puede crear la aplicación de cualquier normativa y de allí que empieza a crear procedimientos especiales o, al menos, a introducir excepciones a la tramitación de los ordinarios o generales.


� En este proyecto, acorde el artículo 1° transitorio, los efectos que leyes especiales atribuyan al auto de procesamiento deberán entenderse referidos al auto de apertura del juicio oral
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